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EL FIDEICOMISO COMUNITARIO DE TIERRAS COMO 
INSTRUMENTO ÚTIL PARA LA GENERACIÓN DE VIVIENDA 
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Y OPORTUNIDADES
THE COMMUNITY LAND TRUST MODEL AS A USEFUL TOOL  

FOR AFFORDABLE HOUSING IN PERU: CHALLENGES, POTENTIAL 
OBJECTIONS, AND OPPORTUNITIES
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Pontificia Universidad Católica del Perú

El Fideicomiso Comunitario de Tierras es un mo-
delo de gestión colectiva de la propiedad privada 
de origen norteamericano que ha demostrado 
ser efectivo para generar y mantener asequible 
la vivienda en distintas partes del mundo. En el 
presente trabajo, evidenciamos la necesidad de 
incorporar este modelo como alternativa a las ac-
tuales soluciones habitacionales promovidas por 
las políticas de vivienda. Posteriormente, identifi-
camos los elementos que presenta el Fideicomiso 
Comunitario de Tierras, conforme a la normativa y 
práctica norteamericana. Seguidamente, sobre la 
base de la revisión de la literatura especializada, 
recogemos las experiencias de la implementación 
de dicho modelo en Estados Unidos, Inglaterra y 
Canadá, así como su propagación en Puerto Rico 
y Brasil. Por último, identificamos los retos, poten-
ciales objeciones y oportunidades de su implemen-
tación en el Perú. 

Palabras clave: Fideicomiso Comunitario de Tie-
rras; derecho real de superficie; vivienda asequi-
ble; políticas de vivienda, vivienda liderada por la 
comunidad; informalidad.

The Community Land Trust is a collective 
stewardship land tenure model from the United 
States that has proven to be effective in both 
generating and maintaining affordable housing 
around the world. In this paper, we demonstrate 
that this model is needed as an alternative in 
the current housing policies. Subsequently, we 
identify the elements of the Community Land 
Trust, in accordance with American regulations 
and practice. Then, based on a review of the 
specialized literature, we gather the experiences 
of the implementation of this model in the United 
States, England, and Canada, as well as its recent 
spread in Latin America with the experiences of 
Puerto Rico and Brazil. Finally, we identify the 
challenges, potential objections, and opportunities 
for its implementation in Peru.
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I. INTRODUCCIÓN

La Ley 31313, Ley de Desarrollo Urbano Sostenible 
(en adelante, LDUS), ha regulado, por primera vez, 
el Fideicomiso Comunitario de Tierras (en adelan-
te, FCT) con la finalidad de promover la generación 
de vivienda asequible para los sectores socioeco-
nómicos de menores ingresos. Al respecto, el ar-
tículo 87 de la LDUS establece:

Artículo 87.- Fideicomiso comunitario de 
tierras 
A efectos de promover la creación, desarrollo 
y administración de proyectos de vivienda, los 
Gobiernos locales pueden constituir o promo-
ver la constitución de Fideicomisos Comunita-
rios de Tierras, los cuales administran el suelo 
donde se lleva a cabo el proyecto que incluye 
total o parcialmente Vivienda de Interés So-
cial, otorgando la titularidad de las viviendas 
que formen parte del proyecto por medio de 
la constitución de derechos reales de superficie 
(2021) [el énfasis es nuestro].

El FCT tiene su origen en el Community Land Trust 
(en adelante, CLT)1 norteamericano y consiste, 
grosso modo, en la gestión colectiva de la propie-
dad privada. El modelo del CLT genera vivienda 
asequible otorgando derechos de superficie, espe-
cialmente para la población de los sectores socioe-
conómicos menos favorecidos o estructuralmente 
segregados (Gray & Galande, 2011, p. 247; Gray & 
Miller-Cribbs, 2012, pp. 410-412). En este sentido, 
el CLT es una alternativa a la generación de vivien-
da, basada en un modelo de tenencia de la tierra 
liderado por la comunidad (Swann, 1972, pp. 1-6).

Sin embargo, ¿puede el CLT ser una herramienta 
eficaz para la generación de vivienda asequible en 
Perú? En este artículo tratamos de responder a 
aquella pregunta a través de una revisión sistemá-
tica de la literatura especializada relativa a las ex-
periencias en Estados Unidos de América (en ade-
lante, EE. UU.), Inglaterra y Canadá, por un lado; y 
Puerto Rico y Brasil, por otro. Asimismo, examina-
mos los principales retos en la adaptación del CLT 
en el ordenamiento jurídico peruano y cómo este 
modelo puede mejorar las inadecuadas condicio-
nes de vivienda de la población peruana.

Para ello, en primer lugar, desarrollaremos una vi-
sión general del problema central de la vivienda, 

1 Para referirnos al modelo original emplearemos las siglas CLT. Cuando hablemos específicamente del caso peruano 
utilizaremos FCT.

2 Al respecto, Landázuri y Mercado señalan:
En este caso se habla de la habitabilidad interna, que se refiere a la habitabilidad en el interior de la casa, porque 
también puede hablarse de la habitabilidad externa, la cual se refiere al siguiente nivel sistémico que es la relación 
de la estructura institucional con su entorno urbano inmediato, es decir, la conexión entre la vivienda y el vecindario 
donde se ubica, e incluye porches, cocheras, fachadas, patios, banquetas, edificios, el barrio, etc. […] (2004, p. 90).

esto es, las inadecuadas condiciones de habitabi-
lidad de la población peruana, así como las causas 
de este problema y cómo se ha incrementado y 
acelerado en los últimos años. En segundo lugar, 
se analizan las políticas de vivienda desarrolladas 
en las últimas décadas y cómo, a pesar de su im-
plementación, el problema no sólo persiste, sino 
que se ha incrementado.

En tercer lugar, proponemos una explicación a la 
persistencia del problema a partir del análisis de 
las causas y la necesidad de adoptar nuevos mode-
los de gestión de la propiedad privada que faciliten 
la generación de vivienda asequible. En cuarto lu-
gar, analizamos la figura del CLT como modelo de 
gestión colectiva de la propiedad privada y su con-
figuración legal en EE. UU.

Finalmente, como quinto punto, mostramos las 
evidencias recogidas, a partir de la revisión de la 
literatura especializada, sobre cómo ha funciona-
do el CLT en diferentes países, así como los fac-
tores que contribuyen positivamente a su imple-
mentación y qué otros resultan particularmente 
difíciles de superar. Finalmente, se ofrecen re-
flexiones finales sobre los retos, potenciales ob-
jeciones y oportunidades para la implementación 
del CLT en el Perú, a partir de las experiencias de 
otros países.

II. PROBLEMA CENTRAL: INADECUADAS CON-
DICIONES DE HABITABILIDAD DE LA POBLA-
CIÓN

Según el Ministerio de Vivienda, Construcción y 
Saneamiento (en adelante, MVCS), el déficit habi-
tacional en el Perú es de alrededor de 1.5 millones 
de viviendas y afecta principalmente a la población 
de ingresos moderados y bajos (Decreto Supremo 
012-2021-VIVIENDA, 2021). Frente a ello, al no 
poder costearse una nueva vivienda o mejorar la 
propia, parte de la población se ve obligada u opta 
por ocupar y vivir en asentamientos informales o 
barrios marginales, la mayoría de ellos sin acceso 
a servicios públicos como agua, alcantarillado o 
electricidad, ni a espacios públicos como parques 
y centros recreativos (Calderón, 2019a; Shanee & 
Shanee, 2016; Skrabut, 2021).

Las inadecuadas condiciones de habitabilidad in-
terna2 se deben al acceso limitado e inequitativo 
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a una vivienda adecuada. Por un lado, la oferta de 
nuevas viviendas es bastante limitada en compara-
ción con la elevada demanda de vivienda. De otro 
lado, debido a la escasa oferta de vivienda, esta 
suele ser inasequible para una parte considerable 
de la población. En otras palabras, como indican 
Espinoza y Fort, no sólo hay una cantidad limitada 
de viviendas nuevas, sino que a menudo no están 
destinadas a la población con ingresos bajos y mo-
derados (2020a, pp. 15-19).

Gráfico 1. Condiciones de vivienda inadecuadas

Fuente: Elaboración propia a partir del Decreto Supremo 
012-2021-VIVIENDA (2021).

Sin embargo, esto resulta ser un problema cons-
tante en las ciudades de rápido crecimiento. Ac-
tualmente, de acuerdo con Espinoza y Fort, casi el 
90% del crecimiento urbano se produce en con-
diciones informales, asimismo, este fenómeno se 
estaría acelerando. En consecuencia, de acuerdo 
con los mismos autores, el déficit de vivienda 
tenderá a aumentar con el paso de las décadas 
(2020b, p. 8).

Este panorama refleja la necesidad de buscar al-
ternativas a la generación tradicional de viviendas 
que puedan paliar el déficit actual y futuro.

III. LAS POLÍTICAS DE VIVIENDA Y LA PERSIS-
TENCIA DEL PROBLEMA

A. Formalización de la propiedad informal y el 
crecimiento desorganizado de las ciudades

Desde nuestro punto de vista, las políticas públi-
cas de vivienda en Perú giran en torno a tres con-
ceptos centrales: programas de titulación, subsi-
dios estatales y facilidades de acceso a créditos 
hipotecarios. En relación con el primero, desde 
hace algunas décadas, la prioridad del Estado ha 
sido otorgar títulos de propiedad a familias (en 
su mayoría migrantes de las zonas rurales de 
la región andina) que, ante la imposibilidad de 
acceder a una vivienda formal, optaron por ocu-
par grandes extensiones de terreno sin contar 
con un título habilitante (Calderón, 2011, 2012; 
Lambert, 2021; Payne, 2001, 2004; Payne et al., 
2009a, 2009b).

En consecuencia, durante décadas, las políticas 
públicas de vivienda se han centrado en la forma-
lización de la propiedad informal a través del otor-
gamiento de títulos de propiedad que –en princi-
pio– proporcionarían una mejora en la calidad de 
vida de las personas que disponían de un ‘capital 
muerto’ (Calderón, 2012, 2019b). A partir de polí-
ticas de vivienda basadas en la formalización de la 
propiedad informal, las familias podrían acceder al 
sistema financiero formal (mediante créditos hipo-
tecarios) y, de esta manera, poder realizar mejoras 
en sus viviendas o iniciar un negocio que mejorara 
su calidad de vida. Nada más lejos de la realidad 
(Calderón, 2004, 2019b; Payne, 2001).

Tras décadas de programas de titulación, el trabajo 
parece no tener fin (Fernández-Maldonado, 2015). 
La política de vivienda basada en la formalización 
de la propiedad informal fomentó el fenómeno de 
las invasiones de tierras, que ya no eran solo de 
familias que migraban del campo a la ciudad en 
busca de un techo, sino que ahora se ‘sofisticaron’ 
al punto de operar a través de grandes mafias de 
tráfico de tierras. Las mafias organizadas de tráfico 
de tierras empezaron a desempeñar gradualmente 
un papel en la provisión de viviendas para las fami-
lias más necesitadas, dando lugar al fenómeno de 
los ‘loteos piratas’ o ‘habilitaciones encubiertas’ 
(parcelaciones de terrenos rústicos con la finalidad 
de evitar las normas sobre habilitaciones urbanas) 
(Lambert, 2021; Shanee & Shanee, 2016).

De esta manera, se desarrollaron grandes exten-
siones de terreno sin una adecuada planificación 
urbana ni cumplir con los requisitos legales míni-
mos de acceso a servicios como agua potable, al-
cantarillado, electricidad, ni los aportes legales de 
terrenos para el desarrollo de espacios públicos, 
hospitales, escuelas, parques zonales, etc.

Desgraciadamente, las políticas de vivienda desti-
nadas a formalizar la propiedad informal se des-
preocuparon por el desarrollo urbano sostenible, 
de la planificación urbanística y de las proyeccio-
nes de crecimiento de las ciudades y los núcleos de 
población, bajo un modelo de desarrollo urbano o 
rural sostenible. Se dio prioridad a la titulación en 
barriadas y barrios marginales con población asen-
tada en zonas de riesgo o intangibles de acuerdo 
con las normas de protección medioambiental. A 
pesar de ello, como se ha destacado, se optó por 
una titulación poco clara, inmediata y sin visión 
de desarrollo sostenible (Fernández-Maldonado, 
2015, pp. 17-18).

B. Programa de subsidios: Techo Propio

El otro eje central de la política de vivienda son 
los subsidios estatales concedidos directamente a 
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las familias de bajos ingresos, previa evaluación y 
selección. Al respecto, como se indicó, una de las 
causas del déficit de vivienda es que la oferta de 
viviendas adecuadas en el mercado inmobiliario 
es limitada y cada vez más cara (Espinoza & Fort, 
2020b). En consecuencia, esta situación lleva al Es-
tado a intervenir con subsidios directos.

Estos subsidios son otorgados por la empresa pú-
blica Fondo MiVivienda (en adelante, FMV), a tra-
vés del programa Techo Propio, el cual está dirigido 
exclusivamente a familias de bajos recursos econó-
micos para que puedan comprar, construir o mejo-
rar su vivienda, la misma que contará con servicios 
básicos de luz, agua y desagüe. 

El principal beneficio del programa Techo Propio 
es el Bono Familiar Habitacional (en adelante, 

3 Para el presente trabajo se emplea una tasa referencial de S/ 3.78 por dólar americano.
4 Para más información sobre el programa Techo Propio, véase a Fondo Mivivienda (s.f.a).
5 Artículo 2.- Vivienda de Interés Social (VIS):

Para efectos de la presente Ley, Vivienda de Interés Social es una solución habitacional cuyo valor máximo es 
el equivalente a veinte (20) UIT. Dicho valor máximo se actualiza mediante Decreto Supremo refrendado por el 
Ministro de Vivienda, Construcción y Saneamiento y por el Ministro de Economía y Finanzas. Mediante Resolución 
Ministerial del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento - MVCS se establece el valor de las viviendas 
a priorizarse dentro del Programa Techo Propio (Ley 27829, Ley que crea el Bono Familiar Habitacional, 2007) [el 
énfasis es nuestro].

6 Para más información sobre el programa Techo Propio en la modalidad AVN, véase a Fondo Mivivienda, 2023.

BFH) y otorga a las familias hasta S/ 43 312.50 
(USD 11 458.00, aproximadamente3) para com-
prar una vivienda nueva, hasta S/ 29 700.00 
(USD 7 857.00, aproximadamente) para construir 
una y hasta S/ 11 385.00 (USD 3 011.00, aproxima-
damente) para mejorar la vivienda actual.4

En el caso de la compra de una vivienda, el BFH 
se otorga bajo la modalidad Adquisición de Vi-
vienda Nueva (en adelante, AVN). Esta moda-
lidad está dirigida a los hogares que no tienen 
vivienda ni terreno para que compren una Vi-
vienda de Interés Social (en adelante, VIS) o VIS 
Priorizada5. En este caso el valor de la vivienda 
debe ser de hasta S/ 120 300.00 (USD 31 657.00, 
aproximadamente) y el bono se otorga conforme 
al siguiente detalle:

Gráfico 2. Programa Techo Propio bajo la modalidad AVN

Modalidad Detalle Valor de Vivienda Valor del BFH

AVN

VIS Priorizada en Lote Unifamiliar
Hasta

S/ 55 000.00
(USD 14 473.00)

S/ 46 530.00
(USD 12 244.00)

VIS Priorizada en Edificio Multifamiliar/Con-
junto Residencial/Quinta

Hasta
S/ 68 000.00

(USD 17 894.00)

S/ 48 015.00
(USD 12,635.00)

VIS en Lote Unifamiliar
Hasta

S/ 96 300
(USD 25 342.00) S/ 43 312.50

(USD 11 398.00)
VIS en Edificio Multifamiliar/Conjunto 

Residencia/Quinta

Hasta
S/ 120 300

(USD 31 657.00)

Fuente: Adaptación del autor en base a (Fondo Mi Vivienda, s.f.)6

Aunque las ayudas del FMV tienen una gran acogi-
da, estas resultan insuficientes para cubrir la gran 
demanda de vivienda y, además, depende direc-
tamente de los limitados recursos del FMV, por 
lo que no es una medida sostenible a largo plazo. 
Aunque es un paliativo para el déficit de vivienda, 
tiene poco impacto en la reducción del déficit de 
vivienda asequible. Además, el aumento de los 
precios del suelo, la vivienda y los materiales de 
construcción hace que el subsidio entregado por 
el Estado tenga un valor real cada vez menor, en 

la medida que los ingresos de las personas no se 
incrementan al mismo ritmo.

C. Facilidades para el acceso a los préstamos 
hipotecarios: ¿qué tan ‘social’ es la Vivien-
da de Interés Social del Nuevo Crédito Mi-
Vivienda?

El último eje de la política de vivienda se centra 
en el papel del Estado como facilitador del acce-
so al crédito hipotecario. En este caso, también a 
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través de la empresa pública FMV, el Estado inter-
viene para que los bancos comerciales otorguen 
créditos hipotecarios para el financiamiento de la 
adquisición, mejora o construcción de una vivien-
da que cumpla con los –poco claros7– alcances de 
una VIS.

Bajo este esquema, el FMV opera como banco de 
segundo piso, es decir, no otorga el dinero directa-
mente a los particulares, sino que lo entrega a los 
bancos comerciales, quienes, a su vez, otorgan el 
dinero a los particulares. Por tanto, el Estado asu-
me el riesgo de impago del préstamo hipotecario.

Esta intervención se realiza a través del programa 
Nuevo Crédito Mivivienda, un préstamo hipoteca-
rio que permite la compra, construcción o mejora 
de una vivienda. El Nuevo Crédito Mivivienda fi-
nancia viviendas entre S/ 64 200.00 (aproximada-
mente USD 16 802.00) y S/ 464 200.00 (aproxima-
damente USD 121 518) con un plazo de amortiza-
ción de 5 a 25 años8.

Entre los beneficios de la intervención del FMV 
como banco de segundo piso está que los deudo-
res hipotecarios pueden realizar amortizaciones 
anticipadas en cualquier momento y que la cuo-
ta mensual del préstamo hipotecario (y el tipo de 
interés) será siempre la misma. Sin embargo, al 
tratarse de un préstamo hipotecario, la persona 

7 Qué constituye una VIS para efectos del otorgamiento del Nuevo Crédito Mivivienda no resulta del todo cierto desde el 
punto de vista jurídico. De hecho, la definición legal de una VIS varía dependiendo de la norma a la cual se consulte. A 
continuación, presentamos las tres definiciones normativas que tiene la VIS en nuestro medio:

Artículo 81. Vivienda de Interés Social
[…]
81.2. La Vivienda de Interés Social es la vivienda promovida por el Estado, cuya finalidad se encuentra dirigida 
a reducir la brecha del déficit habitacional cualitativo y cuantitativo. Incluye a la Vivienda de Interés Social de tipo 
Prioritaria, la cual se encuentra dirigida a favor de las personas ubicadas en los sectores I, II y III de la población 
agrupada según quintiles de ingreso y en especial a favor de aquellas que se encuentran asentadas en zonas de 
riesgo no mitigable o en situación de vulnerabilidad social (Ley 31313, Ley de Desarrollo Urbano Sostenible, 2021) 
[el énfasis es nuestro].
Artículo 41.- Promoción de proyectos de vivienda de interés social
41.1 La Vivienda de Interés Social es aquella solución habitacional subsidiada por el Estado y destinada a reducir 
el déficit habitacional cualitativo y cuantitativo, cuyo valor máximo y sus requisitos, se encuentran establecidos en 
el marco de los programas Techo Propio, Crédito Mivivienda, así como cualquier otro producto promovido por el 
Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento (Texto Único Ordenado de la Ley 29090, Ley de Regulación de 
Habilitaciones Urbanas y de Edificaciones, aprobado por Decreto Supremo 006-2017-VIVIENDA, 2017) [el énfasis 
es nuestro].
Artículo 2.- Vivienda de Interés Social (VIS)
Para efectos de la presente Ley, Vivienda de Interés Social es una solución habitacional cuyo valor máximo es 
el equivalente a veinte (20) UIT. Dicho valor máximo se actualiza mediante Decreto Supremo refrendado por el 
Ministro de Vivienda, Construcción y Saneamiento y por el Ministro de Economía y Finanzas. Mediante Resolución 
Ministerial del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento - MVCS se establece el valor de las viviendas 
a priorizarse dentro del Programa Techo Propio (Ley 27829, Ley que crea el Bono Familiar Habitacional, 2002) [el 
énfasis es nuestro].

 En ese sentido, dependiendo del ámbito de aplicación (urbanístico, habilitaciones y edificaciones o subsidios estatales), 
la definición y alcances de la VIS variarán de manera significativa, situación que agrava la claridad sobre cómo finalmen-
te debe intervenir el Estado para propiciar una generación efectiva de la VIS.

8 Para más información sobre el programa Nuevo Crédito Mivivienda, véase a Fondo Mivivienda (s.f.b).
9 Calculado para un crédito hipotecario Mivivienda por S/ 54 000.00 a 15 años. Para más información sobre el calculador 

de créditos hipotecarios véase a Superintendencia de Banca y Seguros (s.f.).

que solicita este programa debe acreditar unos in-
gresos mensuales fijos, así como tener estabilidad 
laboral y financiera.

En relación con ello, de acuerdo con el software 
calculador de cuotas de créditos hipotecarios de la 
Superintendencia de Banca, Seguros y AFP9, la cuo-
ta más baja de un crédito hipotecario (S/ 486.39, 
aproximadamente USD 127.00) equivale a 47.45% 
de la Remuneración Mínima Vital (S/ 1 025.00, 
aproximadamente USD 269.00) y al 35.74% del 
ingreso promedio mensual nacional provenien-
te del trabajo entre el 2015 y 2020 (S/ 1 360.73, 
aproximadamente USD 358.00) (Instituto Nacional 
de Estadística e Informática [INEI], 2021, p. 571).

En otras palabras, en el marco del Nuevo Crédito 
Mivivienda, una familia de renta media debe des-
tinar alrededor del 35 al 50% de sus ingresos men-
suales para acceder a una nueva vivienda y esto 
se vuelve crítico para las familias de renta baja, 
que no pueden permitirse esta posibilidad con 
las herramientas típicas del mercado inmobiliario 
(Espinoza & Fort, 2020a, pp. 15-19). Por ejemplo, 
los trabajadores del mercado informal (Libertun de 
Duren & Osorio, 2020, pp. 724-725).

En resumen, si bien esta política puede ser útil 
para la clase media, no es una herramienta eficaz 
para las familias de menores recursos y que no es-
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tán en la formalidad laboral y financiera. En este 
sentido, no es una política de vivienda eficaz para 
cerrar la brecha de vivienda asequible para los sec-
tores socioeconómicos bajos y extremadamente 
bajos (Calderón, 2009).

IV. REFLEXIONES SOBRE LAS POLÍTICAS DE VI-
VIENDA PERUANAS: LA PROPIEDAD PRIVA-
DA INDIVIDUAL COMO ÚNICO ESQUEMA 
DE GENERACIÓN DE VIVIENDA ASEQUIBLE

Las políticas de vivienda expuestas llevan décadas 
aplicándose; sin embargo, las elevadas cifras de 
déficit de vivienda evidencian que son ineficaces 
para brindar una salida a la actual crisis de la vi-
vienda. Es difícil identificar una única causa de la 
persistencia del problema y de la ineficacia de las 
políticas de vivienda. No obstante, consideramos 
que el problema central es que las políticas des-
critas anteriormente no abordan directamente el 
problema de las inadecuadas condiciones habita-
bilidad interna, sino que, por el contrario, contri-
buyen a agravarlo, como se refleja en los estudios 
de Espinoza y Fort (2020a; 2020b).

Señalamos anteriormente que la causa directa 
del problema de las inadecuadas condiciones de 
habitabilidad interna de la población es el acceso 
limitado e inequitativo a soluciones habitaciona-
les adecuadas. Asimismo, esta causa directa tiene 
como causa indirecta la limitada oferta de vivienda 
digna y adecuada para la población en condiciones 
de vulnerabilidad, sectores medios y bajos.

La dificultad de las políticas de vivienda se basa en 
la premisa del acceso a la vivienda a través de las 
reglas del mercado inmobiliario (Calderón, 2012). 
Es decir, se pretende que la persona o familia que 
desee obtener una vivienda sea subsidiada por el 
Estado para situarse en ‘igualdad de condiciones’ 
con los demás agentes del mercado. Sin embargo, 
esto genera una distorsión que, a largo plazo, crea 
una ficción en la demanda real de vivienda.

Esto lleva, por un lado, a un aumento del valor del 
suelo, debido a una alta demanda subsidiada o 
promovida por el Estado; y, por otro, a que agentes 
del mercado, como los agentes inmobiliarios o las 
personas que buscan invertir en inmuebles, tam-
bién entren en el mercado (Hawley et al., 2018).

Lamentablemente, los subsidios públicos y la pro-
moción estatal no siguen el ritmo del desarrollo 
inmobiliario, lo que significa que los costes de la 
vivienda aumentan cada vez más sin que los in-

10 Ello se muestra con claridad en el recientemente publicado proyecto de Reglamento de Vivienda de Interés Social, cuya 
publicación fue autorizada por Resolución Ministerial 338-2022-VIVIENDA.

gresos de las personas, así como la formalización 
laboral y el acceso al sistema financiero formal, si-
gan su ritmo (Libertun de Duren & Osorio, 2020). 
Este desajuste entre el aumento del valor del suelo 
(y por tanto de las viviendas) y el aumento de los 
ingresos de la población hace que el déficit de vi-
vienda no pueda paliarse de forma significativa, ni 
siquiera con la intervención del Estado (Calderón, 
2009, 2015; Espinoza & Fort, 2020a; Fernández-
Maldonado, 2015).

Otro aspecto relevante es el modelo de vivienda 
y la forma en que se gestiona. Gran parte del de-
sarrollo inmobiliario en el sector de la vivienda se 
ha llevado a cabo mediante la construcción de edi-
ficios por departamentos (propiedad horizontal). 
Luego, las políticas de vivienda –al menos en lo que 
se refiere a programas de subsidios y facilidades de 
acceso a créditos hipotecarios para la VIS– se cen-
tra (mayormente) en viviendas tipo apartamento, 
incluso motivando que la única forma para generar 
VIS sea a través del incremento del coeficiente de 
edificación y la altura en los edificios10.

Inconvenientemente, las viviendas en edificios 
por departamentos tienen un coste prohibitivo 
para los destinatarios de la VIS y VIS Priorizada, en 
términos de adquisición y habilitación del suelo, 
construcción, financiamiento y mantenimiento, 
toda vez que se trata de un tipo de vivienda que 
requiere la intervención de diversos intermedia-
rios. Por consiguiente, su producción es bastante 
costosa y, en consecuencia, la población con ba-
jos ingresos queda excluida de acceder a ellos. En 
otras palabras, las políticas de vivienda tienen un 
grave sesgo de focalización, porque los recursos y 
esfuerzos del Estado no favorecen a las personas 
en situación de vulnerabilidad o de los sectores so-
cioeconómicos más bajos.

Por último, un aspecto fundamental desde nues-
tro punto de vista es la asociación implícita entre 
vivienda y propiedad privada individual. Es decir, el 
acceso a la vivienda se vincula al derecho de pro-
piedad exclusiva (Torres & Ruiz-Tagle, 2019), de-
jando de lado otros mecanismos como la vivienda 
en alquiler, los modelos cooperativos o los mode-
los de gestión colectiva de la propiedad.

Bajo esa premisa, en el presente artículo propone-
mos escindir la vivienda del concepto tradicional de 
la propiedad privada individual, sobre todo aque-
lla expresada a través de la propiedad horizontal. 
Para ello, exploramos el CLT como mecanismo de 
gestión colectiva de la propiedad privada que ha 
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demostrado su eficacia al momento de generar y 
mantener la vivienda asequible, incluso frente a 
procesos de gentrificación y el aumento del valor 
del suelo debido a prácticas especulativas. Sin em-
bargo, también analizamos los retos y posibles ob-
jeciones en su implementación en el Perú.

V. HACIA UN NUEVO MODELO DE TENENCIA 
DE LA TIERRA: EL COMMUNITY LAND TRUST

Desde sus orígenes en las zonas rurales estadou-
nidenses11, el modelo CLT se ha ido extendiendo 
progresivamente en el contexto urbano12, incluso 
en otros países y regiones –principalmente, en 
Inglaterra y Canadá (Archer, 2022; Ayoade et al., 
2019; Ayoade & Ahmed, 2014; Bates, 2022; Bunce, 
2020; Kip & Oevermann, 2022; Paterson & Dunn, 
2009; Thompson, 2015, 2020) y, en menor me-
dida, en Bélgica (Aernouts & Ryckewaert, 2018), 
Australia (Crabtree, 2014), Kenia (Bassett, 2005; 
Simonneau & Bassett, 2021), Asia Meridional 
(Sholder & Hasan, 2021) y América Latina (Algoed 
et al., 2018; Colón, 2020; Davis y Fernández, 2020; 
Fidalgo-Ribeiro, 2020; Fidalgo-Ribeiro et al., 2021; 
Hernández-Torrales et al., 2021)–, demostrando 
ser una herramienta eficaz para la generación de 
soluciones habitacionales en los segmentos pobla-
cionales de menores ingresos.

El CLT puede entenderse tanto como una entidad 
legal ‘constituida para mantener la tierra en cus-
todia’ como un mecanismo colectivo para gestio-
nar la tierra ‘para el bien común’ bajo el marco de 
propiedad tradicional (International Independen-

11 El modelo de CLT comenzó con la New Communities Inc., creada en 1968 para los agricultores afroamericanos de las 
zonas rurales de Albany, Georgia, liderada por los activistas afroamericanos de los derechos civiles en el “Movimiento 
de Albany” (Davis, 2010b, pp. 11-18; The Institute for Community Economics, 1982, pp. 39-74), cuando Martin Luther 
King llevó al personal y a los trabajadores de la Southern Christian Leadership Conference (SCLC) a Albany “para 
desafiar de forma no violenta el férreo control de la segregación racial legalmente sancionada en esta comunidad 
sureña” (International Independence Institute, 1972, p. 16).

12 Al respecto, Meehan, señala:
Cada vez más, los CLT se convirtieron en un fenómeno urbano. Desarrollado como modelo para el desarrollo rural, 
el CLT se extendió a las ciudades y pueblos más rápidamente que a las zonas rurales. Como ya se ha menciona-
do, el primer CLT urbano se fundó en Washington, D.C., en 1976. Le siguieron los CLT de Cincinnati, Ohio (1980); 
Minneapolis, Minnesota (1981); Trenton, Nueva Jersey y Atlanta, Georgia (1982); Dallas, Texas (1983); Burlington, 
Vermont (1984); Camden, Nueva Jersey y Boston, Massachusetts (1985); Norwich, Connecticut (1986); y Nueva 
York, Nueva York (1988), entre otros (2014, p. 123).

13 Cabe precisar que el CLT funciona a través del otorgamiento de cesiones en uso o arrendamiento bajo un ground lease, 
sin embargo, en el ordenamiento jurídico peruano el equivalente sería el derecho real de superficie, toda vez que se 
tratan de cesiones de entre 50 y 99 años. Asimismo, el derecho real de superficie refleja mejor la idea de una propiedad 
(separada del suelo cedido en uso) sobre las mejoras o construcciones sobre el suelo.

14 Texto original:
The CLT is an organization that holds land for what it conceives to be the public interest while providing for the private 
use of the land through lease agreements. Through community ownership of the land, the CLT is in a position to place 
limits on resale prices, thus its contribution to sustained affordability. This conjunction of community ownership of 
land and private ownership of economic improvements to the land-usually housing or crops-represents an innovative 
combination of tenure forms. In the United States, people usually think of land as privately owned or owned by the 
government. The CLT is a private organization but quasi public in its aims and operations. It represents a collective 
ownership of the improvements, but does not seek collective ownership of improvements, such as housing (in con-
trast to public housing). It is a social invention designed to address social problems that its originators did not feel 
were being adequately addressed either private or public forms of tenure.

ce Institute, 1972, pp. 1-2; The Institute for Com-
munity Economics, 1982, p. 31). En otras palabras, 
se mantiene un esquema típico de propiedad de 
pleno dominio, pero bajo un enfoque de gestión 
colectiva. Como afirma Meehan:

El CLT es una organización que posee terrenos 
para lo que concibe como interés público, al 
tiempo que prevé el uso privado de los mismos 
mediante contratos de cesión de uso [lease 
agreements]13. A través de la propiedad comu-
nitaria del suelo, el CLT está en condiciones de 
poner límites a los precios de reventa, de ahí 
su contribución a la asequibilidad sostenida. 
Esta conjunción de propiedad comunitaria de 
la tierra y propiedad privada de las mejoras 
económicas de la tierra –normalmente vivien-
das o cultivos– representa una combinación 
innovadora de formas de tenencia. En Estados 
Unidos, la gente suele pensar que la tierra es 
de propiedad privada o estatal. El CLT es una 
organización privada pero cuasi pública en sus 
objetivos y operaciones. Representa una pro-
piedad colectiva de la tierra, pero no busca la 
propiedad colectiva de las mejoras, como la 
vivienda (a diferencia de la vivienda pública). 
Se trata de una invención social concebida para 
abordar problemas sociales que sus creadores 
consideraban que no se resolvían adecuada-
mente mediante formas de tenencia privadas 
o públicas (2014, p. 116) [el énfasis es nuestro] 
[traducción libre]14.

Asimismo, debe aclararse que la expresión ‘fidei-
comiso de tierras’ no debe confundirse con un 
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fideicomiso inmobiliario ordinario. Como señala 
The Institute for Community Economics:

Fideicomisos inmobiliarios [real estate 
trusts]. Un CLT es un fideicomiso [trust] en 
el sentido básico de que posee terrenos bajo 
una relación fiduciaria [in trust] en beneficio 
de toda la comunidad, pero no es un fideico-
miso en el sentido jurídico tradicional. Un CLT 
es una organización sin ánimo de lucro [non 
profit corporation]. En cambio, un fideicomi-
so legal de tierras [leal land trust] o un fidei-
comiso inmobiliario [real estate trust] es una 
entidad privada con fines privados. Es un me-
dio para mantener la propiedad para el bien 
de ciertos “beneficiarios” específicos, y está 
controlado por fideicomisarios específicos. 
El fideicomiso legal de tierras es un acuerdo 
cerrado, mientras que el CLT es abierto y de-
mocrático (1982, p. 30) [el énfasis es nuestro] 
[traducción libre]15.

En sentido similar, el International Independence 
Institute señala que:

El concepto de confianza [trust]. La elección 
de la palabra “fideicomiso” [trust] se basa en 
nuestro deseo como autores de hacer hincapié 
en la noción de “gestión fiduciaria” [“trustees-
hip”] o “cuidado” [“stewardship”]. Si la tierra 
es limitada, su uso debe regularse en aras del 
bienestar a largo plazo de todas las personas 
[…] Esperemos que el fideicomiso comunitario 
de tierras [community land trust] no se confun-
da con un fideicomiso inmobiliario [real estate 
trust] ordinario que suele tener beneficiarios 
individuales y privados y cuyo propósito es la 
protección de beneficios privados (1972, p. 1) 
[el énfasis es nuestro].

En este punto, cabe resaltar que el CLT requiere un 
fuerte sentido de comunidad y una sólida estruc-
tura organizativa. De ahí que la participación de 
la comunidad a través de la asistencia técnica en 
la construcción de viviendas y el acceso al finan-
ciamiento son funciones claves en este modelo de 
gestión colectiva de la propiedad privada.

Desde un punto de vista jurídico, el actual mo-
delo estándar estadounidense de CLT tiene cinco 

15 Texto original:
Real estate trusts. A CLT is a trust in the basic sense that it holds land in a fiduciary relationship for the benefit of the 
entire community, but it is not a trust in the traditional legal sense. A CLT is a nonprofit corporation. In contrast, a legal 
land trust or real estate trust is a private entity for private purposes. It is a means of holding property for the good of 
specific “beneficiaries,” and is controlled by specific trustees. The statutory land trust is a closed arrangement, while 
the CLT is open and democratic.

16 Texto original:
(f) “Community land trust” defined

elementos básicos basados en la práctica (Lovett, 
2020, pp. 625-630; Miller, 2015, pp. 355-358; Pier-
ce et al., 2022, pp. 1203-1206), así como en la si-
guiente definición legal de (i) la Sección 233 de la 
Ley Nacional de Asequibilidad Cranston-Gonzales 
(S. 566, 1990) de 1990; y (ii) la Sección 502(a) de la 
Ley de Vivienda de 1949 (H.R. 1625, 2018), ambas 
modificadas por la Ley de Vivienda y Desarrollo Co-
munitario de 1992 (H.R. 5334, 2021):

Sección 233 
[…]
(f) Definición de fideicomiso de tierras co-
munitarias. –Para los fines de esta sección, el 
término ‘fideicomiso de tierras comunitarias’ 
[community land trust] significa una organi-
zación de desarrollo de vivienda comunitaria 
[…]–
(1) que no está patrocinada por una organiza-
ción con fines de lucro;
(2) que se establece para llevar a cabo las acti-
vidades en virtud del párrafo (3);
(3) que—
(A) adquiere parcelas de tierra, mantenidas a 
perpetuidad, principalmente para la transmi-
sión en virtud de cesiones en uso de tierra a 
largo plazo [long-tern ground leases];
(B) transfiere la propiedad de cualquier mejora 
estructural ubicada en dichas parcelas cedida a 
los cesionarios [leased parcels to the lessees]; y
(C) conserva una opción preferente de compra 
de cualquier mejora estructural de este tipo a 
un precio determinado mediante una fórmula 
diseñada para garantizar que la mejora siga 
siendo asequible a perpetuidad para familias 
con ingresos bajos y moderados [low- and mo-
derate-income families in perpetuity];
(4) cuya membresía corporativa esté abierta a 
cualquier residente adulto de un área geográfi-
ca particular especificado en los estatutos de la 
organización; y
(5) cuya junta directiva—
(A) incluya una mayoría de miembros que sean 
elegidos por la membresía corporativa; y
(B) esté compuesta por igual número de (i) ce-
sionarios [lesees] conforme al párrafo (3)(B), 
(ii) miembros corporativos que no sean cesio-
narios [lesees], y (iii) cualquier otra categoría 
de personas descrita en los estatutos de la or-
ganización (S. 566, 1990) [el énfasis es nuestro] 
[traducción libre]16.
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Sección 502(a) 
[…]
(B) Para los propósitos de este párrafo, el térmi-
no “fideicomiso de tierras comunitarias” [com-
munity land trust] significa una organización 
de desarrollo de vivienda comunitaria según 
se define dicho término en la sección 104 de la 
Ley Nacional de Vivienda Asequible Cranston-
González (excepto que los requisitos bajo la 
sección 104(6)(C) y la sección 104(6)(D) no se 
aplicarán para los propósitos de este párrafo)–.
(i) que no esté patrocinada por una organiza-
ción con fines de lucro;
(ii) que se establezca para llevar a cabo las acti-
vidades previstas en la cláusula (iii);
(iii) que—
(I) adquiera parcelas de terreno, mantenidas 
a perpetuidad, principalmente para su cesión 
mediante cesiones en uso de suelo a largo pla-
zo [long-tern ground leases];
(II) transfiera la propiedad de cualquier mejora 
estructural situada en dichas parcelas cedidas a 
los cesionarios [leased parcels to the lesees]; y
(III) conserva una opción preferente de compra 

For purposes of this section, the term “community land trust” means a community housing development organization 
(except that the requirements under subparagraphs (C) and (D) of section 12704(6) of this title shall not apply for 
purposes of this subsection)—
(1) that is not sponsored by a for-profit organization;
(2) that is established to carry out the activities under paragraph (3);
(3) that—
(A) acquires parcels of land, held in perpetuity, primarily for conveyance under long-term ground leases;
(B) transfers ownership of any structural improvements located on such leased parcels to the lessees; and
(C) retains a preemptive option to purchase any such structural improvement at a price determined by formula that 
is designed to ensure that the improvement remains affordable to low- and moderate-income families in perpetuity;
(4) whose corporate membership that is open to any adult resident of a particular geographic area specified in the 
bylaws of the organization; and
(5) whose board of directors—
(A) includes a majority of members who are elected by the corporate membership; and
(B) is composed of equal numbers of (i) lessees pursuant to paragraph (3)(B), (ii) corporate members who are not 
lessees, and (iii) any other category of persons described in the bylaws of the organization (42 U.S.C. 12773, 1990)

17 Texto original:
(B) For purposes of this paragraph, the term ‘‘community land trust’’ means a community housing development or-
ganization as such term is defined in section 104 of the Cranston-Gonzalez National Affordable Housing Act (except 
that the requirements under section 104(6)
(C) and section 104(6)
(D) shall not apply for purposes of this paragraph)— 
(i) that is not sponsored by a for-profit organization; 
(ii) that is established to carry out the activities under clause (iii); 
(iii) that— 
(I) acquires parcels of land, held in perpetuity, primarily for conveyance under long-term ground leases; 
(II) transfers ownership of any structural improvements located on such leased parcels to the lessees; and 
(III) retains a preemptive option to purchase any such structural improvement at a price determined by formula that is 
designed to ensure that the improvement remains affordable to low- and moderate-income families in perpetuity; and 
(iv) that has its corporate membership open to any adult resident of a particular geographic area specified in the 
bylaws of the organization (42 U.S.C. 1472, 1949)

 Se traduce el término ‘lease’ como ‘cesión en uso’ a fin de que no se entienda que un long-term ground lease es equi-
valente a un ‘arrendamiento del suelo de largo plazo’; toda vez que, como se menciona a lo largo de este artículo, el 
equivalente peruano sería el derecho real de superficie (artículo 1030 del Código Civil peruano) mas no el contrato de 
arrendamiento (artículo 1666 del Código Civil).

18 En similar sentido, véase a Arruñada y Lehavi (2010).

de cualquiera de dichas mejoras estructurales 
a un precio determinado mediante una fórmu-
la diseñada para garantizar que la mejora siga 
siendo asequible a perpetuidad para familias 
con ingresos bajos y moderados; y
(iv) que tenga su membresía corporativa abier-
ta a cualquier residente adulto de un área geo-
gráfica particular especificado en los estatutos 
de la organización (H.R. 1625, 1949) [el énfasis 
es nuestro] [traducción libre]17.

Como se observa, el primer elemento básico es 
una entidad sin fines de lucro que compra y posee 
el terreno a perpetuidad, en régimen de derecho 
de propiedad privada, y lo gestiona en nombre de 
la comunidad. Adicionalmente, esta organización 
sin ánimo de lucro proporciona asistencia técnica 
como “(1) educación a los compradores de vivien-
das; (2) revisión y aprobación de préstamos para 
la compra o refinanciación de viviendas y líneas de 
crédito hipotecario18; (3) apoyo en las reparacio-
nes de la vivienda; y (4) asesoramiento financie-
ro o de mitigación de pérdidas” (Lowe & Thaden, 
2016, p. 621).
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Por ello, el modelo CLT no debe considerarse úni-
camente como un mecanismo para proporcionar 
nuevas viviendas, sino también como una gestión 
comunitaria permanente y un apoyo para muchos 
fines además de la provisión de viviendas. Ade-
más, el asesoramiento profesional, la institucio-
nalización del voluntariado, la contratación y for-
mación de líderes comunitarios y las asociaciones 
de vecinos han sido siempre una necesidad en los 
primeros CLT (Gray & Galande, 2011, pp. 244-245; 
Gray & Miller-Cribbs, 2012, p. 402; Meehan, 2014, 
pp. 125-126).

La segunda característica clave es distinguir entre 
la propiedad sobre el terreno y la propiedad sobre 
las mejoras introducidas a una construcción previa 
o una nueva construcción sobre el suelo del CLT. 
Entonces, la construcción (vivienda) se concede a 
una familia entre 50 y 99 años como cesión en uso 
(long-term ground lease).

El tercer elemento es la restricción de la calidad de 
cesionario o ‘restricciones de entrada’, relativos a 
quiénes pueden formar parte del CLT. El cuarto ele-
mento, de la mano con el anterior, son las limita-
ciones y controles sobre la transferencia posterior 
de los derechos del cesionario sobre la vivienda o 
‘restricciones de salida’, que puede materializarse 
en un derecho preferente de adquisición (tanteo) 
en favor del CLT o ‘impuesto de salida’, que refleje 
el incremento del valor del suelo.

La última característica clave es la junta del CLT que 
garantiza el funcionamiento de la entidad sin áni-
mo de lucro y que incluye a residentes, miembros 
de la comunidad y autoridades locales (Lovett, 
2020, pp. 626-630). También, se pueden incorpo-
rar gremios, asociaciones, universidades, colegios 
profesionales, siempre y cuando los estatutos del 
CLT permitan ello. Este elemento comunitario per-
mite también un cierto equilibrio de poderes en la 
toma de decisiones.

Estos cinco elementos centrales han permitido la 
expansión del modelo dirigido por la comunidad. 
En este sentido, el marco jurídico que regule el FCT 
peruano debería incluir no sólo los aspectos rela-
tivos al derecho sobre la vivienda, sino también la 
estructura organizativa y los controles de acceso y 
salida del modelo.

VI. ¿FUNCIONA REALMENTE EL MODELO CLT?

El modelo CLT ha demostrado ser una poderosa 
herramienta para paliar los efectos negativos de 

19 La ‘literatura gris’ (‘grey literature’) refiere a la información producida fuera de las publicaciones académicas tradicionales 
o formales como reportes, working papers, noticias, documentos gubernamentales, discursos, publicaciones en portales 
web, etc.

la gentrificación en los barrios, contrarrestando la 
disminución de residentes de clase baja y media 
por efecto del desplazamiento, mitigando la ten-
dencia a la baja de la asequibilidad de la vivienda 
y estabilizando el aumento excesivo de los precios 
de la vivienda (Archer, 2022, pp. 93-94; Choi et al., 
2018, pp. 406-408).

Asimismo, se ha destacado el ‘cuidado’ (care) tan-
to de las personas como del lugar, a manera de 
rasgo definitorio del CLT, y que el éxito de este mo-
delo depende en gran medida del compromiso y 
el esfuerzo del personal y los líderes comunitarios 
(Cahen et al., 2022, pp. 408-409), cuya importan-
cia se ha reflejado con mayor intensidad en el con-
texto de la pandemia por la COVID-19 (Izuhara et 
al., 2022), así como durante las crisis financieras 
(Arruñada & Lehavi, 2010, pp. 9-14; Nelson et al., 
2020, pp. 839-840).

En esta sección presentamos algunas experiencias 
concretas y significativas en las que el CLT ha de-
mostrado tener resultados positivos en la mejora 
de las condiciones de vivienda de las personas y 
su entorno.

A. Metodología y alcances de la investigación

La presente investigación se enfoca en la identifi-
cación de los beneficios y desventajas asociadas 
con la implementación del CLT y su funcionalidad 
en la búsqueda de vivienda asequible, a través de 
la revisión sistemática de la evidencia recolectada 
por la literatura especializada sujeta a revisión por 
pares en los países de EE. UU., Inglaterra y Canadá, 
priorizando aquellos con casos de estudio e infor-
mación directamente recolectada que demuestra 
la eficacia de dicho mecanismo en la búsqueda de 
vivienda asequible.

El presente trabajo también examina la funciona-
lidad del CLT, a través de la revisión de literatura 
especializada bajo revisión por pares y ‘gris’19, con 
especial referencia a su implementación en Puerto 
Rico y Brasil. En este caso, nos permite tener una 
aproximación de la implementación del CLT en 
contextos sociales de informalidad en la tenencia 
de la tierra, similares al peruano.

Finalmente, se comparan y discuten los hallazgos 
obtenidos en ambos contextos, estableciendo y 
resaltando los puntos de relevancia de cara a su 
implementación en el contexto nacional, identifi-
cando los principales retos, potenciales objeciones 
y oportunidades.
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Se debe precisar que, si bien la metodología parte 
de una comparación jurídica, se han considerados 
aspectos sociales y económicos que resultan de re-
levancia desde el punto de vista regulatorio, a fin 
de ser considerados en la reglamentación y adap-
tación del CLT en el contexto peruano. Bajo esta 
óptica, el ‘trasplante legal’ debe considerar no solo 
los aspectos normativos, sino también los distin-
tos factores que influyen en su adaptación, a fin de 
que estos sean reflejados en su regulación.

Bajo dicha premisa, el presente documento identi-
fica distintos aspectos que arrojaron los hallazgos 
de la investigación no limitándose a los legales, sin 
perjuicio de que en la discusión se priorice la pers-
pectiva legal y empleo de los instrumentos norma-
tivos para el mejor funcionamiento y adaptación 
del CLT en el contexto peruano.

B. La consolidación del CLT: Datos de EE. UU., 
Inglaterra y Canadá

Algunas experiencias concretas, como la Comuni-
dad de Milton Park en Montreal, sugieren que el 
modelo CLT puede ser resistente frente a los cam-
bios políticos, económicos y sociales. A nivel orga-
nizativo, han demostrado cómo las normas inter-
nas y la actividad reguladora entre los residentes-
propietarios y los miembros afectan causalmente a 
la tasa de alquileres/precios (Archer, 2022, p. 94).

Como fenómeno nuevo en Inglaterra, el modelo 
CLT se ha aplicado en proyectos de reutilización 
adaptativa y conservación de edificios patrimonia-
les en Londres como alternativa a la demolición y 
la nueva construcción, pero requiere una habilidad 
profesional e institucionalizar el voluntariado a lo 
largo de todo el proyecto (Kip & Oevermann, 2022).

La experiencia de Granby, en Liverpool (Inglaterra), 
sugiere que el CLT podría funcionar como vehículo 
para la regeneración de barrios y la reapropiación 
de viviendas vacías para uso comunitario, a través 
de una innovadora mezcla de CLT y Mutual Home 
Ownership Society, en la que, en lugar de propie-
tarios de viviendas, todas las propiedades de una 
urbanización son propiedad de una sociedad coo-
perativa (Thompson, 2015).

Otro caso interesante de estudio es la comunidad 
CLT en St. Paul y Minneapolis (Ciudades Gemelas), 
Minnesota (Lowe & Thaden, 2016; Martin et al., 
2020; Williams, 2018). En este caso, se ha estudia-
do el impacto de las propiedades CLT en los precios 
inmobiliarios de las viviendas cercanas en el norte 
de Minneapolis (261 unidades CLT), donde el creci-
miento progresivo de la comunidad CLT refleja un 
aumento positivo del valor del suelo en las vivien-
das cercanas y demuestra que los efectos en los 

precios son más fuertes cuando las propiedades 
asequibles están agrupadas espacialmente (Nel-
son et al., 2020, pp. 839-840).

La comunidad CLT de Minnesota ha demostrado 
que es necesario un menor sentido de ‘comuni-
dad’ cuando las viviendas unifamiliares que po-
see el CLT están geográficamente dispersas y, por 
tanto, la residencia en el CLT está desconectada 
del vecindario de residencia (Kruger et al., 2020, 
pp. 651-653). Esto indica que el sentido de ‘co-
munidad’ no es necesario al principio de la cons-
titución del CLT, sino que puede configurarse con 
el tiempo como una construcción temporal de la 
memoria colectiva o ‘comunidad’ ‘orientada al fu-
turo’ (Hackett et al., 2019, pp. 41-42; Kruger et al., 
2020, pp. 651-653).

Además, los propietarios del CLT de Minneso-
ta se despreocupan explícitamente de acumular 
patrimonio, vender a un precio elevado o utilizar 
su vivienda como inversión, según las normas del 
mercado inmobiliario (Martin et al., 2020, pp. 410-
411), permitiendo, de esta manera, brindar so-
luciones habitacionales asequibles para grupos 
históricamente desfavorecidos (es decir, hogares 
encabezados por una sola persona, una mujer o 
una minoría, entre otros), como en el caso de City 
Lake CLT (Minneapolis, Minnesota) (Hackett et al., 
2019, p. 42).

Sobre este último punto, utilizando la base de datos 
Neighborhood Change Database para explorar las 
características del barrio, un estudio realizado entre 
1990 y 2000 en el CLT de Durham, en Carolina del 
Norte, descubrió que en el tramo CLT de Durham se 
produjo un aumento mayor y significativo de las ta-
sas de propietarios afroamericanos e hispanos que 
en Durham (tramo de comparación) (Gray & Miller-
Cribbs, 2012, pp. 410-411). Desde que se puso en 
marcha el CLT de Durham, hubo una intención ex-
plícita de implicar a los residentes afroamericanos 
de la comunidad, lo que es especialmente impor-
tante debido a “la larga historia racial de Durham” 
(Gray & Galande, 2011, pp. 242-243).

El modelo CLT ha sido un factor que ha contribui-
do a crear una sensación de seguridad en la co-
munidad. En un estudio realizado en Durham CLT, 
a partir de entrevistas con 29 propietarios, resi-
dentes, miembros del consejo de administración, 
miembros de la comunidad, empleados y ex em-
pleados de CLT:

[…] la mayoría de los encuestados, incluso 
los que no residían en CLT, afirmaron sentir-
se seguros en sus hogares y en la comunidad. 
Varios contaron historias de colaboración con 
Partners Against Crime para combatir la delin-
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cuencia en sus barrios o simplemente de cola-
boración con los vecinos para mantener a los 
traficantes de drogas fuera de sus calles (Gray 
& Galande, 2011, p. 245).

Un enfoque biográfico que examina las experien-
cias de 20 propietarios de viviendas CLT refleja un 
cambio positivo en la vida de cada residente. Sin 
embargo, la ausencia de un régimen de propiedad 
plena, es decir, la falta de propiedad sobre el suelo 
podría mitigar la experiencia positiva de los resi-
dentes bajo un régimen de CLT (Skobba & Carswell, 
2014, p. 14).

En otros casos concretos, el modelo CLT ha servido 
para la rehabilitación de terrenos abandonados y 
la revitalización del suelo. El Champlain Housing 
Trust de Vermont y el Dudley Neighbors, Inc. de 
Boston han implicado la rehabilitación de propie-
dades abandonadas mediante la cooperación con 
una organización comunitaria (Wernstedt & Han-
son, 2009). En el caso de Champlain Housing Trust, 
la remediación incluyó también propiedades aban-
donadas y parcelas en ejecución hipotecaria; en el 
caso de Dudley, el CLT obtuvo el poder de dominio 
eminente para adquirir propiedades abandonadas 
en beneficio de la comunidad; y, en ambos casos, 
la Agencia de Protección Medioambiental financió 
esos proyectos concediendo cantidades de dinero 
(Wernstedt & Hanson, 2009, p. 139).

De otra parte, el potencial del CLT como herra-
mienta para la mitigación de los impactos de un 
proyecto de inversión pública ha sido estudiado en 
la experiencia del Lexington CLT, en Lexington, Ken-
tucky, en el cual se propuso, como parte del plan 
de mitigación de los impactos socioeconómicos 
derivados del Newtown Pike Extension (extensión 
de una carretera), la implementación de un CLT 
(Bourassa, 2006, p. 399).

En este caso el CLT sería empleado para la remo-
delación de las viviendas en el vecindario perifé-
rico de Southend Park, uno de los más afectados 
por Newtown Pike Extension, debido a que, con 
dicha extensión, aquel vecindario se encontraría 
en el centro de la nueva carretera. Es importan-
te mencionar que el vecindario de Southen Park 
cuenta con una población principalmente de bajos 
recursos y en condiciones de vivienda deficiente 
(Bourassa, 2006, p. 400). Asimismo, respecto al 
particular, se recurrió al esquema del CLT, porque, 
a través de este, se buscaba mantener la asequibi-
lidad de la vivienda. Las viviendas en el Southend 
Park reconstruido estarían disponibles para los re-
sidentes desplazados de sus hogares (reubicación) 
en ese vecindario, así como para los antiguos resi-
dentes y los residentes de bajos ingresos de otros 
vecindarios en Newtown Pike Extension Corridor; 

por tanto, mantener la asequibilidad de la vivienda 
por el mayor tiempo posible fue un objetivo cen-
tral (Bourassa, 2006, p. 402).

Sin embargo, se presentan dos obstáculos para la 
implementación del Lexington CLT. Por un lado, 
vender la idea de la propiedad comunitaria de la 
tierra para las familias afroamericanas de bajos in-
gresos. Esto debido a la importancia simbólica de la 
adquisición de la tierra para los afroamericanos en 
búsqueda del ‘Sueño Americano’. En ese sentido, el 
modelo CLT debía presentarse como un medio para 
tener un activo (la construcción) que luego pueda 
usarse para comprar una casa o terreno fuera del 
CLT, sin comprometer la asequibilidad de posterio-
res residentes del CLT (Bourassa, 2006, p. 415)

Por otro lado, los subsidios gubernamentales de 
reubicación para el alquiler de vivienda están limi-
tados a solo 42 meses. Estos subsidios para las vi-
viendas de bajos ingresos pueden ayudar a reducir 
el costo de desarrollar nuevas o rehabilitar las exis-
tentes. Sin embargo, es poco probable que esto 
reduzca de manera suficiente el costo para mu-
chos hogares de bajos ingresos, además de que no 
todos los hogares serán finalmente elegibles para 
el otorgamiento de subsidios, siendo aquellos, por 
tanto, desplazados. De ahí la necesidad de que el 
diseño del CLT contemple mecanismos de autosos-
tenimiento y diversificación financiera, que permi-
tan no depender exclusivamente de los subsidios 
gubernamentales (Bourassa, 2006, p. 415).

Sobre la base de las experiencias en EE. UU., In-
glaterra y Canadá, podemos afirmar que el CLT 
funciona positivamente en los siguientes ámbitos: 
(i) generación de vivienda asequible permanente 
(Bunce et al., 2013; Curtin & Bocarsly, 2008; De-
cker, 2018; Ehlenz, 2018; Engelsman et al., 2018; 
Gray, 2008; Sungu-Eryilmaz & Greenstein, 2007); 
(ii) apoyo a la comunidad y los residentes (commu-
nity sense) (Gray & Galande, 2011; Gray & Miller-
Cribbs, 2012; Hackett et al., 2019); (iii) reducción 
de los efectos de los procesos de gentrificación 
(Archer, 2022; Nelson et al., 2020); y (iv) propiciar 
el apoyo directo de los gobiernos locales para su 
implementación (Sungu-Eryilmaz & Greenstein, 
2007, p. 34).

No obstante, resulta particularmente desafiante 
lograr su implementación en los siguientes aspec-
tos: (i) generar un sentido de comunidad bien defi-
nido en el momento de la creación del CLT (Kruger 
et al., 2020, pp. 651-653); (ii) contar con una red 
de voluntariado institucionalizada que brinde apo-
yo permanente a los pobladores y la comunidad 
(Gray & Galande, 2011, pp. 244-245; Gray & Miller-
Cribbs, 2012, p. 40; Meehan, 2014, pp. 125-126); 
(iii) acceder a terrenos económicos bajo las reglas 
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del mercado inmobiliario (Fujii, 2016); y (iv) contar 
con un mecanismo de financiamiento diversificado 
para la compra de una vivienda (Bourassa, 2006, 
p. 415; Curtin & Bocarsly, 2008, pp. 378-379; Stein, 
2010, pp. 235-240).

C. Los albores del CLT en América Latina: Expe-
riencias recientes en Puerto Rico y Brasil

Cabe destacar el creciente interés de este modelo 
en América Latina. Particularmente a partir de las 
experiencias puertorriqueña y brasileña. Estos CLT 
son los primeros que se implementan en Améri-
ca Latina en adaptación del CLT norteamericano, 
aunque el CLT brasileño puede considerarse una 
adaptación del CLT puertorriqueño.

Ambas experiencias son particularmente significa-
tivas para la implementación del CLT en Perú, ya 
que tienen lugar en contextos de tenencia informal 
de la tierra. En este sentido, las experiencias en el 
‘Norte Global’ sugieren un gran potencial para la 
generación de vivienda asequible y la reducción de 
los impactos de los procesos de gentrificación. Sin 
embargo, las experiencias en Puerto Rico y Brasil 
reflejan una evidencia inicial de que el CLT también 
puede funcionar en el ‘Sur Global’.

1. El Fideicomiso de la Tierra del Caño Martín 
Peña en San Juan, Puerto Rico

El Fideicomiso de la Tierra del Caño Martín Peña es 
una adaptación puertorriqueña de CLT diseñada y 
controlada por residentes de siete barrios a lo lar-
go del Caño Martín Peña en San Juan, Puerto Rico. 
El CLT puertorriqueño se creó con el objetivo de 
regularizar la tenencia de la tierra y evitar el des-
plazamiento involuntario y el aburguesamiento, 
precipitados por el dragado y la limpieza del canal 
previstos por el Gobierno.

Los factores clave en la implantación del CLT puer-
torriqueño fueron crear un sentido comunitario 
entre los residentes y el Gobierno, y adaptarlo a 
las necesidades locales (por ejemplo, el problema 
de la inseguridad del suelo en un asentamiento in-
formal). Esta iniciativa ha reunido a los residentes 
de la comunidad y a socios de los sectores público 
y privado para poner en marcha un plan de de-
sarrollo integral diseñado para levantar una zona 
históricamente marginada, al tiempo que transfor-
ma esta área urbana en un espacio más habitable, 
justo y participativo.

El CLT puertorriqueño garantiza la disponibilidad 
de viviendas asequibles de forma permanente y 

20 Para más información sobre el proyecto, véase a Termo Territorial Coletivo (s.f.). 

ofrece opciones de alojamiento en sus terrenos a 
las familias que han tenido que trasladarse a causa 
del dragado del canal. Un total de 1.500 hogares 
de ingresos moderados y bajos son miembros del 
CLT, que actualmente posee y gestiona más de 110 
hectáreas de terreno, que antes pertenecían a or-
ganismos gubernamentales (Hernández-Torrales 
et al., 2021, p. 207).

Del mismo modo, se ha destacado la replicabilidad 
del CLT puertorriqueño en otros países de Améri-
ca Latina, el Caribe y el sur de Asia. En este senti-
do, las comunidades con mayor potencial para la 
adaptación del CLT ‘Sur Global’ en estas regiones 
son aquellas que reúnen las siguientes característi-
cas (Hernández-Torrales et al., 2021, p. 223):

a) Un número significativo de residentes viven 
en tierras sobre las que no tienen un títu-
lo válido o legal de tierras que pueden ser 
propiedad del gobierno, de particulares o de 
una corporación. Por otra parte, estas tierras 
pueden estar ocupadas y utilizadas en vir-
tud de algún tipo de sistema de propiedad 
comunal que aún no ha sido reconocido ni 
registrado por el Estado.

b) Existen mecanismos para adquirir los terre-
nos, como la donación, la posesión adversa, 
la compra o la intervención del Estado.

c) Un porcentaje significativo de la población 
tiene un alto sentido de cohesión y perte-
nencia a la comunidad.

d) El asentamiento informal está situado en 
una zona –o cerca de una– donde el valor de 
la tierra está subiendo o donde los terrenos 
son codiciados por inversores especulado-
res, lo que amenaza con desplazar a la po-
blación actual. 

2. El Termo Territorial Colectivo en Río de Janei-
ro, Brasil

El Termo Territorial Colectivo es el primer proyec-
to brasileño de adaptación de CLT, desarrollado 
por las Comunidades Catalizadoras en colabora-
ción con diversos organismos públicos, institu-
ciones privadas, universidades y líderes comu-
nitarios. El modelo proporciona el mayor nivel 
posible de seguridad en la tenencia de la tierra, 
permitiendo el desarrollo colectivo del territorio 
al tiempo que preserva los derechos individuales 
de los residentes a vender, alquilar o pignorar sus 
viviendas20.
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Este proyecto surgió como una investigación entre 
una organización no gubernamental con sede en 
Río de Janeiro (Catalytic Communities) y el Fidei-
comiso de la Tierra del Caño Martín Peña. A partir 
de esta investigación, se presentaron recomen-
daciones sobre lecciones esenciales a la hora de 
plantearse la creación de un CLT en asentamientos 
informales (Fidalgo-Ribeiro et al., 2021, p. 231).

Río de Janeiro cuenta hoy con más de 1000 co-
munidades de favelas, cuyo tamaño oscila entre 
un puñado y más de 200 000 habitantes. Más del 
24% de la población de la ciudad vive en favelas, 
que constituyen el principal parque de viviendas 
asequibles de la ciudad. Adicionalmente, las fave-
las de Río son comunidades bien establecidas, con 
una larga historia y una fuerte producción cultural 
local e inversión comunitaria (Fidalgo-Ribeiro et 
al., 2021, pp. 234-235).

Las Comunidades Catalizadoras llegaron a la con-
clusión de que, para que la adaptación del CLT en 
las favelas de Río de Janeiro tenga éxito, deben 
darse las siguientes condiciones (Fidalgo-Ribeiro et 
al., 2021, pp. 250-251):

a) Las comunidades consolidadas están situa-
das en tierras donde los residentes perciben 
una amenaza de aburguesamiento, desalojo 
forzoso u otro desplazamiento involuntario 
inducido por el hombre.

b) Un gran porcentaje de familias carece de tí-
tulos legales y quiere abordar el problema 
de la inseguridad en la tenencia de la tierra.

c) Existe una vía para adquirir los títulos de pro-
piedad de la tierra.

d) Los residentes tienen un fuerte sentimiento 
de pertenencia y el deseo de permanecer en 
su comunidad.

e) Existe un sólido proceso de organización co-
munitaria, apoyado por organizaciones dis-
puestas a acompañar a la comunidad y que 
pueden prestar asistencia técnica.

Sin embargo, a pesar del esfuerzo de las Co-
munidades Catalizadoras, la llegada del Termo 
Territorial Colectivo a Brasil aún se enfrenta a 
numerosos obstáculos, entre ellos: (i) la dificul-
tad de mantener una estructura permanente de 
movilización y participación; (ii) la presencia de 
grupos de poder paralelos que pueden interferir 
en la dinámica comunitaria; y (iii) la necesidad de 
romper con una lógica de propiedad privada in-
dividual (Fidalgo-Ribeiro, 2020; Fidalgo-Ribeiro et 
al., 2022, p. 19).

VII. ¿PUEDE EL COMMUNITY LAND TRUST FUN-
CIONAR EN EL PERÚ? 

A. Retos: la necesaria disociación entre vivien-
da y propiedad, y la construcción de un sen-
tido de comunidad

La disociación entre el suelo y la construcción no 
es un fenómeno jurídico y social ajeno a la realidad 
peruana. El derecho real de superficie es de larga 
data en la tradición civilista. Sin embargo, este de-
recho no suele ser asociado a la satisfacción de la 
demanda de vivienda asequible. Así como en el 
Sueño Americano (Bourassa, 2006, p. 415), el sue-
ño de la casa propia está estrechamente vinculado 
a la adquisición de una vivienda de carácter perpe-
tuo y con algún derecho sobre el suelo.

En ese sentido, tomando la experiencia nortea-
mericana (Skobba & Carswell, 2014, p. 14), la idea 
de adquirir una propiedad sobre la construcción y 
no sobre el suelo puede generar la percepción de 
una propiedad de ‘segunda clase’ (Towey, 2009, 
p. 347). En ese sentido, resulta fundamental com-
prender que la propiedad bajo un FCT tiene por 
vocación un carácter transitorio, aunque una tran-
sitoriedad bastante extensa considerando la po-
sibilidad de los 99 años (renovables) y el carácter 
heredable del derecho de superficie.

Otro aspecto vinculado con la adquisición de la 
propiedad es la inherencia de percibir una ganan-
cia (equity) al momento de la transferencia del 
bien. De esta manera, las personas suelen ver la 
adquisición de una propiedad como una inversión 
a largo plazo. Sin embargo, bajo el modelo del CLT, 
toda vez que se busca mantener la asequibilidad y 
resiliencia frente a los procesos de gentrificación, 
la venta de la vivienda bajo un esquema de CLT 
conlleva restricciones y la captura de una parte del 
incremento del valor del bien (Davis, 2010a; Law-
ton, 2013; Martin et al., 2020).

No obstante, en el modelo de limitación en la 
transferencia, incluso la posibilidad de otorgar en 
arrendamiento el bien suele integrarse a los pactos 
de adquisición de vivienda con promoción, apoyo 
o subsidio del Estado. Por ello, resulta razonable 
que el atractivo de un futuro FCT no se vea menos-
cabado por la pérdida de ‘inversión a futuro’ de la 
vivienda adquirida, en tanto se trata de la satisfac-
ción de una necesidad de vivienda antes que de 
una renta.

Un reto importante, adicionalmente, está referido 
a las limitaciones en los mecanismos de financia-
miento para la adquisición de una vivienda bajo el 
esquema del CLT (Bourassa, 2006, p. 415; Curtin & 
Bocarsly, 2008, pp. 378-379; Stein, 2010, pp. 235-
240). Al no depender exclusivamente de progra-
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mas de subsidios directos, el costo del acceso a la 
vivienda es asumido por las familias.

Partiendo de ello, resulta necesario que dentro del 
esquema de un futuro FCT se tenga mecanismos 
de diversificación del crédito. En esa línea, los pro-
gramas actuales de facilidades de acceso al crédito 
y subsidios gubernamentales deben incorporar la 
vivienda FCT (derecho de superficie) dentro de sus 
políticas de vivienda (Kelly, 2009).

Asimismo, resulta relevante que las entidades del 
sistema financiero puedan aceptar, como colateral 
(garantía real) viable y atractiva financieramente, 
el derecho de superficie, de tal forma que este 
pueda ser otorgado como garantía hipotecaria 
para el financiamiento de la vivienda (Arruñada & 
Lehavi, 2010; Curtin & Bocarsly, 2008; DeFilippis et 
al., 2018; Ehlenz, 2018; Miller, 2015; Nelson et al., 
2020; Stein, 2010; Thompson, 2015).

Por último, como se indicó anteriormente, en la 
implementación del CLT, se ha destacado la difi-
cultad de mantener una estructura permanente 
de movilización y participación, la presencia de 
grupos de poder paralelos que pueden interferir 
en la dinámica comunitaria y la necesidad de rom-
per con una lógica de propiedad privada individual 
(Fidalgo-Ribeiro, 2020; Fidalgo-Ribeiro et al., 2022, 
p. 19). En efecto, la cohesión social y el sentido 
de comunidad bien definido en el momento de la 
creación del CLT puede ser un reto (Kruger et al., 
2020, pp. 651-653); así como contar con una red 
de voluntariado institucionalizada que brinde apo-
yo permanente a los pobladores y la comunidad 
(Gray & Galande, 2011, pp. 244-245; Gray & Miller-
Cribbs, 2012, p. 40; Meehan, 2014, pp. 125-126).

Sin embargo, existe evidencia que nos permite 
apostar por un modelo urbano colaborativo y de 
gestión colectiva de la tenencia de la tierra (Ha-
ller, 2017; Haller & Borsdorf, 2013; Plöger, 2012; 
Sáez et al., 2010; Schroeder & Coello-Torres, 2019; 
Strauch et al., 2015), que implica un cambio de 
paradigma de la propiedad individual basado en el 
crecimiento de la ciudad de abajo hacia arriba a 
través de una acción colectiva.

En esa línea, el modelo peruano CLT puede ser 
una poderosa herramienta para promover la co-
hesión social y la cooperación mediante la partici-
pación de los residentes en la toma de decisiones, 
y generar cambios positivos en la vida de los resi-
dentes, creando un marcado sentido comunitario 
en las ciudades.

21 Otros mecanismos que pueden tener especial relevancia son el Banco de Tierras (Fujii, 2016) y los Programas 
Municipales de Vivienda - Promuvi (Plataforma digital única del Estado peruano, 2023). 

B. Potenciales objeciones: el acelerado creci-
miento informal de las ciudades

En primer lugar, se debe destacar que no existe 
una evidencia fuerte que nos lleve a concluir que 
el modelo puede ser efectivo en escenarios de cre-
cimiento informal y acelerado de las ciudades, en 
tanto que la gran mayoría de la experiencia se pro-
duce en contextos de ciudades del ‘Norte Global’ 
(EE. UU., Inglaterra y Canadá). En atención a este 
hecho, incluso con un FCT en marcha, puede seguir 
siendo aún más convenientes para las personas de 
escasos recursos recurrir a mercados informales 
de suelo (Lambert, 2021; Shanee & Shanee, 2016).

Ahora bien, ello no niega el hecho de que las pri-
meras experiencias en Latino América vienen 
mostrando resultados positivos en contextos de 
informalidad del suelo. Bajo esta idea, es deter-
minante indagar sobre los principales retos en la 
implementación del Fideicomiso de la Tierra del 
Caño Martín Peña y del Termo Territorial Coletivo, 
ambas experiencias de trascendental importancia 
para una futura implementación el FCT peruano.

C. Oportunidades: el operador público del 
suelo

Una de las limitaciones en torno al CLT es el limi-
tado acceso a suelo en el momento de su consti-
tución (Ayoade & Ahmed, 2014; Fujii, 2016; Kelly, 
2015). Sobre la base de ello, el FCT peruano debe 
buscar mecanismos que permitan obtener suelo 
barato, considerando las actuales reglas del mer-
cado inmobiliario.

Entre estos mecanismos21, consideramos de es-
pecial relevancia el Operador Público del Suelo 
(en adelante, OPS). El OPS es un ente constituido 
como empresa pública de derecho privado encar-
gado de la incorporación, acumulación, gestión, 
adquisición, habilitación urbana y transferencia de 
predios de propiedad del Gobierno Nacional, los 
gobiernos regionales o locales o adquiridos por di-
cha entidad; para destinarlos a fines de interés o 
utilidad pública, dándose prioridad a la utilización 
de los predios para la generación de Vivienda de 
Interés Social, fines de renovación o regeneración 
urbana o para el reasentamiento poblacional (Ley 
de Desarrollo Urbano Sostenible, 2021, art. 76).

El OPS puede convertirse en un dinamizador del 
FCT, a través de la habilitación del suelo y desarro-
llo de programas de VIS que luego serían otorga-
dos en favor del FCT para la gestión comunitaria. 
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Asimismo, conforme al numeral 78.4 del artículo 
78 de la LDUS, el OPS podría realizar obras de ha-
bilitación o regeneración urbana con recursos pro-
pios o transferidos del MVCS, manteniendo el FCT 
la titularidad sobre los terrenos en que se ejecuten 
dichas obras (2021).

VIII. CONCLUSIONES

a) Las políticas de vivienda en el Perú giran en 
torno a tres (3) conceptos centrales: (i) pro-
gramas de titulación; (ii) subsidios estatales; 
y (iii) facilidades de acceso a créditos hipo-
tecarios. Estas políticas llevan décadas de 
aplicación y, sin embargo, las elevadas cifras 
de déficit de vivienda evidencian que son in-
eficaces para brindar una salida a la actual 
crisis de la vivienda.

b) Las políticas de vivienda se enfocan princi-
palmente en el desarrollo de VIS y VIS Prio-
rizada a través de esquemas de la propiedad 
privada individual; sobre todo, aquella que 
se genera a través de edificios por departa-
mentos. Sin embargo, dicho esquema resul-
ta prohibitivo para las familias en los secto-
res socioeconómicos de menores recursos, 
generando un problema de focalización de 
dichas políticas.

c) El CLT constituye una herramienta efectiva 
para la generación de vivienda asequible a 
través de la gestión colectiva de la propiedad 
privada, manteniendo la asequibilidad de 
la vivienda incluso frente a los procesos de 
gentrificación y desplazamiento por prácti-
cas especulativas.

d) Sobre la base de las experiencias en EE. 
UU., Inglaterra y Canadá, podemos afirmar 
que el CLT funciona positivamente en los 
siguientes ámbitos: (i) generación de vi-
vienda asequible permanente, (ii) apoyo a 
la comunidad y los residentes (community 
sense), (iii) reducción de los efectos de los 
procesos de gentrificación y (iv) propiciar el 
apoyo directo de los gobiernos locales para 
su implementación.

e) Contrariamente, resulta en particular desa-
fiante lograr su implementación en nuestro 
país en los siguientes aspectos: (i) generar 
un sentido de comunidad bien definido en 
el momento de la creación del CLT, (ii) contar 
con una red de voluntariado instituciona-
lizada que brinde apoyo permanente a los 
pobladores y la comunidad, (iii) viabilizar el 
acceso a terrenos económicos bajo las re-
glas del mercado inmobiliario y (iv) generar 

mecanismos de financiamiento diversificado 
para la compra de una vivienda o mejora-
miento de esta.

f) Las experiencias latinoamericanas del Fidei-
comiso de la Tierra del Caño Martín Peña 
(Puerto Rico) y el Termo Territorial Colecti-
vo (Brasil) son particularmente significativas 
para la implementación del CLT en el Perú, 
ya que tienen lugar en contextos de tenencia 
informal de la tierra semejantes al peruano, 
evidenciando que el CLT también funcionaría 
en el ‘Sur Global’.

g) La implementación del FCT peruano pre-
senta retos, potenciales objeciones y opor-
tunidades que deben ser consideradas. En 
relación con los retos, resulta particular-
mente complejo disociar la vivienda de la 
propiedad, así como generar un sentido de 
comunidad.

h) El acelerado crecimiento informal de las 
ciudades puede convertirse en un obstácu-
lo para la implementación el FCT peruano. 
Adicionalmente, la evidencia latinoameri-
cana nos muestra que el modelo arrojó re-
sultados positivos en ámbitos de tenencia 
informal del suelo, pero con una fuerte con-
solidación y cohesión social, tanto en San 
Juan de Puerto Rico como en las Favelas de 
Río de Janeiro.

i) El acceso al suelo es también un obstáculo 
de cara a la implementación el CLT. Para ello, 
se propone identificar mecanismos que faci-
liten la adquisición o transferencia del suelo 
para el desarrollo de VIS y VIS Priorizada bajo 
el esquema del CLT. En esa línea, considera-
mos relevante el OPS como un dinamizador 
para la obtención de suelo urbano habilitado 
que pueda ser gestionado por el FCT. 
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